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El peticionario realiza varias consultas, las cuales han sido divididas por temas y que serán respondidas de la misma forma.
Antes de brindar una respuesta a las mismas, debemos advertir que la misma se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.
1. DAÑOS EN ACOMETIDAS DOMICILIARIAS DE ALCANTARILLADO
¿Corresponde al usuario la reparación de la acometida de alcantarillado que normalmente se encuentra ubicada sobre la vía pública, bajo la supervisión de la empresa o debe realizarlo la empresa con cargo al suscriptor? ¿En el evento de corresponder realizarlo a la empresa con cargo al usuario ¿debe prestarse el consentimiento del suscriptor para que exista un acuerdo respecto de los costos y demás aspectos operativos o puede unilateralmente la empresa desarrollar actividades tendientes al restablecimiento de la acometida y cobrar vía factura los costos en que ha incurrido la empresa prestadora.? ¿En el evento de ser necesario el consentimiento éste debe ser el del propietario del inmueble o puede corresponder al arrendatario? 
De conformidad con el artículo 28 de la ley 142 de 1994, las empresas de servicios públicos sólo son responsables del mantenimiento y reparación de las redes locales. 
Ahora bien, para los servicios de acueducto y alcantarillado, el inciso segundo del artículo 20 del Decreto 302 de 2000 establece que el costo de reparación o reposición de las acometidas y medidores estará a cargo de los suscriptores o usuarios, una vez expirado el período de garantía en los términos del artículo 15 del Decreto. Según este último artículo, cuando la acometida sea construida por la empresa se dará una garantía de tres años.
De otra parte, el artículo 13 del Decreto 302 de 2000, modificado por el Artículo 3 del Decreto 229 de 2002 señala lo siguiente:
“(…) Artículo 13. Cambio de localización de la acometida. Es atribución exclusiva de la Entidad Prestadora de los Servicios Públicos, realizar cambios en la localización del medidor y de la acometida y en el diámetro de la misma, así como efectuar las independizaciones del caso, previo el pago de los costos que se generen, por parte del usuario (...)“.
En concordancia con lo anterior, el modelo Uniforme del Contrato de Servicios Públicos Domiciliarios de Acueducto y Alcantarillado, en su cuadragésima sexta cláusula establece lo siguiente:
“CLÁUSULA 46. PROPIEDAD DE LAS CONEXIONES DOMICILIARIAS: Si no son inmuebles por adhesión, las redes, equipos y elementos que integran una acometida pertenecerán a quien los hubiere pagado, de lo contrario serán del propietario del inmueble al cual adhieren. Sin embargo, en virtud de lo anterior el suscriptor y/o usuario no queda eximido de las obligaciones resultantes del CSP que se refieran a esos bienes. Cuando la persona prestadora construya las redes, los equipos y los elementos que integran las acometidas externas que se utilicen para prestar los servicios a los que se refiere este documento, está obligada a conservar la prueba de los gastos que realice.”
De lo anterior se puede concluir que, por un lado, de conformidad con el artículo 28 de la Ley 142 de 1994, las Empresas de Servicios Públicos son responsables por el mantenimiento de las redes locales mientras que, por otro lado, según lo establecido en el artículo 20 del Decreto 302 de 2000, el costo de reparación o reposición de las acometidas y medidores estará a cargo de los suscriptores o usuarios; ahora bien, el usuario y la empresa podrán convenir en que dicha reparación podrá hacerla la Empresa de Servicios Públicos debido a su experiencia con la salvedad que los costos estarán a cargo del suscriptor o usuario.
¿De proceder a realizar los cobros vía factura ¿debe la empresa ofrecer algún tipo de financiación? ¿en que términos?
El artículo 128 de la ley 142 de 1994, permite pactar condiciones especiales, con uno o algunos usuarios. En ese sentido, los usuarios pueden pactar con las empresas cláusulas que se entienden incorporadas al contrato, como serían las del cobro de otros servicios. 
Sobre el particular, el Consejo de Estado antes de la expedición del Decreto 2223 de 1996 señaló que en la factura de servicios públicos se podrían cobrar otros servicios distintos al objeto del contrato de servicios públicos siempre que así lo prevea el contrato de condiciones uniformes, los clientes así lo autoricen, el valor ajeno al servicio público se totalice por separado y la empresa no suspenda o corte el servicio por el no pago de tales conceptos. En sentencia del 3 de marzo de 20052 la Corporación expresó lo siguiente:
“Ahora bien, el marco normativo que antecede permite concluir a la Sala que tanto la ley como el contrato de condiciones uniformes permiten a la empresa demandada incluir en la factura el cobro de valores distintos al servicio de energía, como lo son las cuotas de financiación por adquisición de otros bienes ofrecidos a los clientes usuarios del servicio de energía, siempre que: 
a) los clientes así lo autoricen; 
b) el valor ajeno al servicio público se totalice por separado; y, 
c) la empresa no suspenda o corte el servicio de energía por el no pago de tales conceptos. (…)”
En conclusión la Empresa de Servicios Públicos podría ofrecer la financiación de que habla el peticionario cumpliendo este ultimo los requisitos mencionados anteriormente sin embargo, no es una obligación de la Empresa ofrecerla. 
Cual es el mecanismo jurídico con que cuenta una empresa prestadora del servicio de alcantarillado para obligar al suscriptor o usuario a realizar la reparación o consentir en su realización, en el entendido de que las empresas prestadoras de servicios públicos no pueden imponer sanciones?
Como se mencionó anteriormente, el artículo 20 del Decreto 302 de 2000 establece que el costo de reparación o reposición de las acometidas y medidores estará a cargo de los suscriptores o usuarios. 
Si el usuario no repara o repone las acometidas de alcantarillado de su propiedad, que traigan como consecuencia un hundimiento en la vía y represente un peligro para las personas tal como lo menciona el peticionario, se podría constituir en una grave afectación tanto a la empresa como a terceros ya que se podrían llegar a tener problemas de salubridad pública, en consecuencia se podría aplicar el artículo 141 de la Ley 142 de 1992 “Incumplimiento Terminación y Corte del Servicio”.
2. DAÑOS EN INSTALACIONES INTERNAS DE ALCANTARILLADO DEL INMUEBLE
¿Quién es la autoridad administrativa competente para dirimir el conflicto, en el evento de que la persona afectada decida demandar (la empresa prestadora del servicio, a la secretaría de planeación municipal, la Inspección de policía etc.) y cual es el procedimiento a utilizar?”
La naturaleza del conflicto proviene de una responsabilidad civil extracontractual, debido a “un menoscabo a las facultades jurídicas que tiene una persona para disfrutar de un bien patrimonial o extrapatrimonial. Ese daño es indemnizable cuando en forma ilícita es causado por alguien diferente a la victima”3 en otras palabras se constituye en un conflicto de responsabilidad proveniente en una situación diferente a un contrato, que deberá ser dirimido por un Juez de la República de acuerdo a lo establecido en el 396 del Código de Procedimiento Civil: 
“ARTÍCULO 396. ASUNTOS SUJETOS A SU TRÁMITE. Se ventilará y decidirá en proceso ordinario todo asunto contencioso que no esté sometido a un trámite especial.”
2. 2. Al expresar la norma en comento “... pero ésta podrá revisar tales instalaciones y exigir las adecuaciones y reparaciones que estime necesarias para la correcta utilización del servicio ¿Cuál es el mecanismo jurídico que en la practica permitiría a la empresa que su exigencia se cumpla? ¿Que pasa si el suscriptor hace caso omiso a la exigencia de la empresa? Se impondría alguna multa? ¿ existiría algún plazo para ello?
Si el suscriptor hace caso omiso de la exigencia que hace la Empresa de Servicios Públicos en el artículo 21 del Decreto 302 de 2000 podría constituirse en otra situación que podría encuadrarse en el artículo 141 de la Ley 142 de 1994, debido a que, hacer caso omiso a dicha exigencia podría traer como consecuencia una afectación grave tanto a la Empresa como a terceros, en consecuencia, la empresa podría dar por resuelto el contrato y proceder al corte del servicio. 

3. SUBSIDIOS DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS DE ACUEDUCTO, ALCANTARILLADO Y ASEO
La Superintendencia de Servicios Públicos ha conceptuado en el sentido que los subsidios solamente recaen sobre el cargo al consumo. Sin embargo en la Resolución 15085 de 11 de junio de 2009, en lo que corresponde “al capitulo 2.3 tópico comercial artículo 2.3.7.1.1. Formato 16.1 Facturación acueducto IGAC establece una casilla denominada factor subsidio o contribución cargo fijo y factor de subsidio o contribución por consumo. En este formato se establece claramente la obligatoriedad de las empresas prestadoras de aplicar tanto subsidio como contribución al cargo fijo, situación que contradice loe establecido por el concepto en mención al determinarse que el subsidio solo es aplicable al consumo y no al cargo fijo, al igual que sucede con la contribución.
En relación a esto se hacen las siguientes preguntas: 
¿Existe algún error en el concepto o en formato?; ¿finalmente procede o no el subsidio por cargo fijo?;¿existe algún antecedente jurisprudencial al respecto?
El legislador estableció dos mecanismos para lograr que, con tarifas por debajo de los costos reales del servicio, la población de escasos recursos pudiese acceder a los diversos servicios públicos domiciliarios, y cumplir así con los principios de solidaridad y redistribución del ingreso que impone la Constitución en esta materia. 
El primero de estos mecanismos lo constituyen los subsidios que puede otorgar la Nación y las distintas entidades territoriales dentro de sus respectivos presupuestos (artículo 368 de la Constitución). Subsidios que, por disposición de la propia ley, no pueden exceder el valor de los consumos básicos o de subsistencia, tal como se explicará a continuación. 
Por tanto, cuando éstos se reconocen, corresponde al usuario cubrir los costos de administración, operación y mantenimiento (artículo 99 de la ley 142 de 1994). El segundo mecanismo es el recargo en la tarifa del servicio que están obligados a sufragar los usuarios pertenecientes a los estratos 5 y 6, como los de los sectores industrial y comercial. Este sobrecosto en el servicio es denominado de distintas formas. Por ejemplo, la ley 142 de 1994, lo denomina "factor", la ley 143 de 1994 "contribución", y la ley 223 de 1995 "sobretasa o contribución especial". 
Adicionalmente, el subsidio que se otorga para los usuarios de los servicios públicos domiciliarios de estratos 1, 2 y 3 recae únicamente sobre el cargo de consumo más no sobre el cargo fijo por expresa disposición legal. Es así, que el artículo 99.5 de la Ley 142 de 1994 dispone en este sentido, lo siguiente:
99.5 Los subsidios no excederán, en ningún caso, del valor de los consumos básicos o de subsistencia. Los alcaldes y los concejales tomarán las medidas que a cada un corresponda para crear en el presupuesto municipal, y ejecutar, apropiaciones para subsidiar los consumos básicos de acueducto y saneamiento básico de los usuarios de menores recursos y responder la cobertura y mejorar la calidad de los servicios de agua potable y saneamiento básico, dando prioridad a estas. La infracción de este deber dará lugar a sanción disciplinaria”. 
Por tanto, esta Oficina Asesora Jurídica ha sostenido que el valor del cargo fijo no puede ser objeto de subsidio, basándonos en la afirmación de la Corte Constitucional4, en el sentido que “... el aporte solidario que se aplica a los estratos 5, 6, comercial e industrial no puede exceder el 20% del valor del servicio prestado a cada uno, mientras que el subsidio que se otorga a los estratos 1, 2 y 3 recae únicamente sobre el cargo por unidad de consumo.. “
No obstante lo anterior, es importante precisar que el Decreto 565 de 19965, en su artículo 3, al referirse al objeto del subsidio señaló:
“Artículo 3o. Objeto del Subsidio: Podrá ser objeto del subsidio, la facturación correspondiente al valor del consumo básico de los beneficiarios del subsidio y los costos económicos para garantizar la disponibilidad permanente del servicio. Igualmente, los cargos por aportes de conexión domiciliaria, incluyendo la acometida y el medidor de los estratos 1, 2 y 3 podrán ser subsidiados”. 
De esta manera, la disposición en estudio hizo extensivo como objeto de subsidio, para los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo, los costos económicos para garantizar la disponibilidad permanente del servicio, el cual corresponde al concepto del costo fijo.
Así lo ha reiterado la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico en concepto No. 20102110043771 de 21 de junio de 2010 indicó, en los siguientes términos: 
“(...) Lo anterior, teniendo en cuenta que la normatividad vigente, permite que las tarifas de los usuarios residenciales de los estratos 1, 2, y 3 se podrán calcular aplicando los subsidios, los cuales en ningún caso podrán exceder el valor del consumo básico especificado anteriormente y aquéllos costos económicos para garantizar la disponibilidad permanente del servicio, así como los cargos por aportes de conexión, incluyendo la acometida por medidor” (Subrayado fuera del texto original).
Es importante anotar que el legislador no ha indicado como imperativa o inexorable la inclusión de un cargo fijo en las tarifas de los servicios públicos, ni de ninguno de los otros cargos que enuncia en el artículo 90 de la Ley 142 de 1994, razón por la cual para el servicio de energía eléctrica no es aplicable el cargo fijo y, por supuesto, no es objeto de subsidio en este sector, por lo que se subsidia solo el consumo básico en los términos de la Ley 142 de 1994.
En este orden de ideas, no siendo el cargo fijo uno de los elementos obligatorios de la tarifa, las comisiones de regulación pueden determinar otras alternativas con miras a alcanzar los fines que justifican su existencia en un mercado inscrito dentro de un Estado social y democrático de derecho, y dependiendo la clase de servicio domiciliario de que se trate, el que se debe reforzar aún más en materia de servicios públicos con el deber de asegurar su prestación eficiente, a todos los habitantes del territorio nacional, y el debe de dar solución a las necesidades básicas insatisfechas, por lo que el régimen tarifario se debe caracterizar por los criterios, no solo de costos, sino de solidaridad y redistribución.
No debe perderse de vista que el cargo fijo tiene como finalidad que las empresas puedan recuperar los costos por los servicios prestados que pueden originarse en la disponibilidad permanente del servicio, para lo cual se debe subvencionar los gastos necesarios que implica esta garantía, que habrá de traducirse en beneficios para los usuarios en cuanto podrán disponer de un servicio continuo y eficiente. Ahora bien, su cobro independiente al consumo real del servicio no debe generar costos diferentes a los propios de la disponibilidad del servicio.
En cuanto a la contribución, esta Oficina Asesora Jurídica ha sostenido que el recargo en la tarifa del servicio que están obligados a sufragar los usuarios pertenecientes a los estratos 5 y 6, como los de los sectores industrial y comercial, tiene la naturaleza jurídica de un impuesto, tal como lo indicó la Corte Constitucional6 al señalar que el aporte solidario es un tributo, en los siguientes términos:
“Su imposición no es el resultado de un acuerdo entre los administrados y el Estado. El legislador, en uso de su facultad impositiva (artículo, 150 numeral 12), y en aplicación del principio de solidaridad que exige la Constitución en materia de servicios públicos, como de los principios de justicia y equidad (artículo 95. numeral 9 y 338 de la Constitución), decidió gravar a un sector de la población que, por sus características socio económicas podría soportar esta carga.” 
“Por lo tanto, su pago es obligatorio, y quien lo realiza no recibe retribución alguna. Razón por la que no se puede afirmar que este pago es una tasa o sobretasa, pues su pago no es retribución del servicio prestado, no existe beneficio alguno para quien lo sufraga, y el usuario no tiene la opción de no pago”. 
Es así, como los inmuebles residenciales de los estratos 5 y 6 y los usuarios industriales y comerciales deben pagar una contribución a fin de cubrir el déficit que se presenta en los estratos bajos. Dicha contribución se cobra sin excepción, siempre que se encuentren clasificados dentro de los usuarios a quienes se les debe cobrar. 
De tal manera que, de darse las condiciones necesarias para calificarlo como sujeto pasivo de la contribución especial, esto es, ser usuario de los estratos 5 y 6, o comercial y/o industrial, deberá pagar el aporte solidario o contribución especial dada su calidad, sobre el valor del servicio y el prestador deberá proceder al recaudo del factor aludido, de conformidad con lo señalado en el artículo 89.6 de la Ley 142 de 1994.
En este orden de ideas, en consideración a que no existe norma expresa que indique cuales de los elementos de la tarifa del servicio público están gravados con el impuesto denominado contribución, sino que el legislador en virtud de su facultad determinó que el porcentaje se establecería simplemente sobre el “valor del servicio prestado”, no le es dable al interprete entrar a señalar criterio alguno sobre el particular, por lo que se considera que este porcentaje aplica sobre el total del valor del servicio establecido en la factura.
Para su consulta se pueden relacionar los siguientes precedentes jurisprudenciales 
· Sentencia C-086 de 1998 de la Corte Constitucional. 
· Sentencia dentro del proceso No. 11001-03-27-000-2006-00025- 00 -16078 del 25 de marzo de 2010, Consejo de Estado. 
· Sentencia dentro del proceso No. 66001-23-31-000-2004-00543-01 del 2 de marzo de 2006, Consejo de Estado 
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios

 HYPERLINK "http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-legal/SSPD/index" .gov.co/ark-legal/SSPD/index

 HYPERLINK "http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-legal/SSPD/index" \t "_blank" . Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta Entidad.
Cordialmente, 
MARINA MONTES ALVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
1 Reparto 974 Radicado No. 2010-820-030375-2
Preparado por: ANDRÉS MONTENEGRO SARASTI, Abogado Oficina Asesora Jurídica
Revisado por: ANDRÉS DAVID OSPINA RIAÑO, Asesor Oficina Asesora Jurídica.
TEMA: Daños Acometidas Domiciliarias de Alcantarillado, Daños en Instalaciones internas de Alcantarillado del Inmueble, Subsidios de los Servicios Públicos de Acueducto, Alcantarillado y Aseo 
2 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, M.P. María Noemí Hernández Pinzón, Acción de Cumplimiento, Radicación 25000232600020040186801, 3 de marzo de 2005
3 De la Responsabilidad Civil, Tomo II, Javier Tamayo Jaramillo, Editorial Temis, 1996, Pág. 5
4 Corte Constitucional, Sentencia C-086 de 1998, M.P., Jorge Arango Mejía. 
5 Por el cual se reglamenta la Ley 142 de 1994, en relación con los Fondos de Solidaridad y Redistribución de Ingresos del orden departamental, municipal y distrital para los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo.
6 Corte Constitucional, Sentencia C-086 de 1998, M.P., Jorge Arango Mejía. 
